
Disposiciones finales 

Disposición final primera. Modificación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 

Natural y de la Biodiversidad.  

Uno. Se modifica la letra a) del apartado 1 del artículo 76 del siguiente modo:  

«a) La utilización de productos químicos o de sustancias biológicas, la realización de 

vertidos, tanto líquidos como sólidos, el derrame de residuos, así como el depósito de 

elementos sólidos para rellenos, que alteren o supongan un riesgo de alteración de las 

condiciones de los ecosistemas con daño para los valores en ellos contenidos.»  

Dos. Se añaden dos nuevas letras s) y t) en el apartado 1 del artículo 76 con la siguiente 

redacción:  

«s) El incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones establecidas en las normas 

reguladoras y en los instrumentos de gestión, incluidos los planes, de los espacios naturales 

protegidos y espacios protegidos Red Natura 2000.» 

«t) El suministro o almacenamiento de combustible mediante el fondeo permanente 

de buques-tanque en las aguas comprendidas dentro de los espacios naturales protegidos y de 

los espacios protegidos Red Natura 2000, la recepción de dicho combustible así como el 

abastecimiento de combustible a los referidos buques-tanque.  

Se considerará que el fondeo es permanente aunque haya eventuales períodos de 

ausencia del buque o se sustituya o reemplace el mismo por otro de la misma compañía, 

armador o grupo, siempre que la finalidad del fondeo sea el almacenamiento para el 

suministro de combustible.» 

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 76, que queda redactado del siguiente modo:  

«2. Las infracciones recogidas en el apartado anterior se calificarán del siguiente 

modo: 

a) Como muy graves, las recogidas en los apartados a), b), c), d), e), f), s) y t) si los 

daños superan los 100.000 euros; cualquiera de las otras, si los daños superan los 200.000 

euros; y la reincidencia cuando se cometa una infracción grave del mismo tipo que la que 

motivó una sanción anterior en el plazo de los dos años siguientes a la notificación de ésta, 

siempre que la resolución sancionadora haya adquirido firmeza en vía administrativa.  

b) Como graves, las recogidas en los apartados a), b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), 

n), s) y t) cuando no tengan la consideración de muy graves; y la reincidencia cuando se 

cometa una infracción leve del mismo tipo que la que motivó una sanción anterior en el plazo 

de los dos años siguientes a la notificación de ésta, siempre que la resolución sancionadora 

haya adquirido firmeza en vía administrativa. 

 c) Como leves, las recogidas en los apartados o), p), q) y r).» 

Cuatro. Se modifican los apartados 2 y 6 del artículo 77, quedando redactados en los 

siguientes términos:  

«2. En la imposición de las sanciones se deberá guardar la debida adecuación entre la 

gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, teniendo en cuenta los 

siguientes criterios: la magnitud del riesgo que supone la conducta infractora y su repercusión; 



la cuantía, en su caso, de los daños ocasionados; su trascendencia por lo que respecta a la 

seguridad de las personas o bienes protegidos por esta Ley; las circunstancias del responsable; 

el grado de intencionalidad apreciable en el infractor o infractores; y, en su caso, el beneficio 

ilícitamente obtenido como consecuencia de la conducta infractora, así como la irreversibilidad 

de los daños o deterioros producidos.» 

«6. En el ámbito de la Administración General del Estado, la cuantía de cada una de 

dichas multas coercitivas no excederá de 3.000 euros.» 

Cinco. Se suprime el apartado 4 del artículo 77.  

Seis. Se añade un nuevo artículo 80, con la siguiente redacción: «Serán sancionadas las 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que resulten responsables de las acciones u 

omisiones constitutivas de las infracciones administrativas tipificadas en la presente ley, 

incluidos, en su caso, los promotores de la actividad infractora, los empresarios que la 

ejecutan, los técnicos directores de la misma, así como cualquier otro sujeto que intervenga, 

por acción u omisión, o cuya participación resulte imprescindible para la comisión de la 

infracción.» 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 52/1980, de 16 de octubre, de régimen 

económico de la explotación del acueducto Tajo-Segura. 

Se modifica el último párrafo de la Disposición adicional primera que pasa a tener la siguiente 

redacción: 

«Por el contrario, si se producen menores pérdidas, los recursos adicionales generados se 

distribuirán en un setenta por ciento para regadío, en proporción a las referidas zonas 

regables, mientras que el treinta por ciento restante se asignará para abastecimientos de la 

provincia de Almería.» 

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico 

Nacional: 

Uno. Se modifica la disposición adicional tercera, que pasa a tener la siguiente redacción:  

«En cuanto a las transferencias de agua aprobadas desde la cabecera del Tajo, se considerarán 

aguas excedentarias todas aquellas existencias embalsadas en el conjunto de Entrepeñas-

Buendía que superen los 400 hm3. Por debajo de esta cifra no se podrán efectuar trasvases en 

ningún caso.  

Este volumen mínimo podrá revisarse en el futuro conforme a las variaciones efectivas que 

experimenten las demandas de la cuenca del Tajo, de acuerdo con los principios de eficiencia y 

sostenibilidad, de forma que se garantice en todo caso su carácter preferente, y se asegure 

que las transferencias desde cabecera nunca puedan suponer un límite o impedimento para el 

desarrollo natural de dicha cuenca.» 

Dos. Se introduce una nueva disposición adicional decimoquinta, con la siguiente redacción: 

«Disposición adicional decimoquinta.  

Se llevarán a cabo con carácter de urgencia, y de acuerdo con criterios de viabilidad, las obras 

previstas en el Anexo al Plan Hidrológico Nacional que aún no hayan sido ejecutadas y que 

permitan a Castilla-La Mancha utilizar la infraestructura del trasvase Tajo-Segura, así como los 

recursos correspondientes que tenga asignados y reservados.» 



Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas. 

Se modifica el artículo 72 que pasa a tener la siguiente redacción: 

«Artículo 72. Infraestructuras de conexión intercuencas.  

1. La Dirección General del Agua podrá autorizar la cesión de derechos, a que se refiere esta 

sección, que implique el uso de infraestructuras que interconectan territorios de distintos 

Planes Hidrológicos de cuenca, esta autorización conlleva la de uso de las infraestructuras 

de interconexión. Se entenderán desestimadas las solicitudes de cesión una vez 

transcurridos los plazos previstos sin haberse notificado la resolución administrativa. 

 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 69.3, el régimen económicofinanciero aplicable 

a estas transacciones será el establecido en las normas singulares que regulen el régimen 

de explotación de las correspondientes infraestructuras. 

 

3. La autorización de las cesiones que regula el presente artículo no podrán alterar lo 

establecido en las reglas de explotación de cada uno de los trasvases.» 

Disposición final quinta. Modificación de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica 

la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. 

Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional sexta que pasa a tener la siguiente 

redacción:  

1. «En aplicación del principio de transparencia, y para una completa información pública y 

seguridad jurídica de todos los afectados, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 

Medio Ambiente publicará y actualizará la información relativa a las transferencias 

ordinarias entre distintas demarcaciones hidrográficas en los términos siguientes:  

 

En la demarcación receptora, se establecerán unos valores de referencia para los 

consumos mensuales de las aguas trasvasadas por usos y zonas de riego. Los suministros a 

estas demandas no superarán los valores de referencia fijados, admitiéndose desviaciones 

ocasionales respecto a estos valores siempre que la media interanual de desviaciones no 

supere el total anual señalado.  

Con respeto al principio de preferencia de la cuenca cedente y a las determinaciones de la 

planificación hidrológica, se establecerán unos valores mensuales de referencia de los 

desembalses en la demarcación cedente para satisfacer sus requerimientos propios. Los 

desembalses mensuales no superarán los valores de referencia fijados, admitiéndose 

desviaciones ocasionales respecto a estos valores siempre que la media interanual de 

desviaciones no supere el total anual señalado. 

Previo informe de la Dirección General del Agua, y en un plazo máximo de 3 meses, 

mediante real decreto se definirán los valores mensuales de los consumos de referencia de 

aguas trasvasadas por usos y zonas de riego en la demarcación de destino y sus 

porcentajes admisibles de desviación máxima ocasional, así como los valores mensuales de 

desembalses de referencia en la demarcación de origen, sus porcentajes admisibles de 

desviación máxima ocasional, y cuantas circunstancias específicas deban ser consideradas 

para su completa definición. Para ello se considerará la información hidrológica disponible 

y se respetarán las determinaciones de la planificación hidrológica de las diferentes 

demarcaciones.  



La Dirección General del Agua supervisará tanto los suministros mensuales a los usos y 

zonas de riego del trasvase como los desembalses de referencia, pudiendo solicitar al 

efecto las comprobaciones y justificaciones que estime oportunas, así como ordenar la 

ejecución de los medios técnicos que se requieran para ello.  

Mediante real decreto se determinarán la periodicidad de la actualización de datos y su 

intervalo temporal, los formatos de presentación, el alcance mínimo de los valores 

históricos, y los datos estadísticos que habrán de incorporarse.» 

Disposición final sexta. Incorporación del Derecho de la Unión Europea.  

Mediante esta ley se incorporan al ordenamiento jurídico español la Directiva 2001/42/ CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio, relativa a la evaluación de los efectos de 

determinados planes y programas en el medio ambiente, y la Directiva 2011/92/ UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre, relativa a la evaluación de las 

repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 

Disposición final séptima. Relaciones de la evaluación ambiental con la legislación sectorial.  

1. En el plazo de un año, las normas sectoriales reguladoras de la tramitación y de la 

adopción o aprobación de los planes y programas contendrán las disposiciones necesarias 

para garantizar que aquéllos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley se 

sometan a una evaluación ambiental estratégica antes de su adopción o aprobación. 

2. Las normas sectoriales reguladoras de la tramitación y de la adopción o aprobación de los 

planes, programas y proyectos deberán establecer plazos para las actuaciones que la 

presente ley atribuye al órgano sustantivo o al promotor. Esta adaptación normativa 

deberá realizarse en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente ley. 

Disposición final octava. Títulos competenciales. 

1. Esta ley, incluidos sus anexos, se dicta al amparo del artículo 149.1.23.ª, que atribuye al 

Estado la competencia exclusiva sobre la legislación básica de protección del medio 

ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades autónomas de establecer 

normas adicionales de protección. 

 

2. No tienen carácter básico y por tanto sólo serán de aplicación a la Administración General 

del Estado y a sus organismos públicos los siguientes preceptos: 

a. Los artículos 3.3, 8. 3, 8.4, 11.1; el capítulo III del título III; la disposición adicional 

sexta; los apartados 2 y 3 de la disposición adicional séptima; y la disposición 

adicional novena. 

b. Los plazos establecidos en los artículos 17, 18, 19, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 

33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47 y en la disposición adicional 

décima. 

3. La disposición adicional octava se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª 

de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre la legislación 

mercantil y al amparo del artículo 149.1.23.ª, que atribuyen al Estado la competencia 

exclusiva para dictar la legislación básica en materia de protección del medio ambiente.  

El segundo párrafo del apartado 3 de la disposición adicional octava se ampara en la 

competencia que el artículo 149.1.8.ª de la Constitución otorga al Estado en materia de 

ordenación de los registros e instrumentos públicos. 

 



4.  La disposición adicional decimoquinta, las disposiciones finales segunda, tercera, cuarta y 

quinta, y la disposición transitoria segunda se dictan al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 149.1.22.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 

sobre la legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 

cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 

instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecta a otra Comunidad o el 

transporte de energía salga de su ámbito territorial. 

Disposición final novena. Autorización de desarrollo. 

1) En el ámbito de competencias del Estado y para los procedimientos de evaluación 

ambiental estratégica y de evaluación de impacto ambiental en los que sea competente la 

Administración General del Estado, el Gobierno dictará cuantas disposiciones sean 

necesarias para la ejecución y desarrollo de lo establecido en esta ley. 

 

2) Asimismo, se autoriza al Gobierno a adaptar los anexos a las modificaciones que, en su 

caso, sean introducidas por la normativa comunitaria. 

 

3) También se autoriza al Gobierno para actualizar el anexo VI, en aquellos aspectos de 

carácter técnico o de naturaleza coyuntural y cambiante, con el fin de adaptarlo al 

progreso técnico, científico y económico. 

Disposición final décima. Entrada en vigor.  

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».  

Disposición final undécima. Entrada en vigor en relación con la normativa autonómica de 

desarrollo.  

Sin perjuicio de su aplicación a las evaluaciones ambientales competencia de la Administración 

General del Estado desde el momento de su entrada en vigor, a efectos de los dispuesto en las 

disposiciones derogatoria y finales séptima y novena, y de la aplicación de la presente Ley 

como legislación básica, las Comunidades Autónomas que dispongan de legislación propia en 

materia de evaluación ambiental deberán adaptarla a lo dispuesto en esta Ley en el plazo de 

un año desde su entrada en vigor, momento en el que, en cualquier caso, serán aplicables los 

artículos de esta Ley, salvo los no básicos, a todas las Comunidades Autónomas. No obstante, 

las Comunidades Autónomas podrán optar por realizar una remisión en bloque a esta ley, que 

resultará de aplicación en su ámbito territorial como legislación básica y supletoria. 

Por tanto,  

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta 

ley. 


